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Resumen
La crisis causada por la pandemia del coronavirus tiene graves implicaciones para las sociedades latinoamericanas. Como 
suele suceder, los segmentos más vulnerables de la sociedad son los más afectados, particularmente las personas en situ-
ación de pobreza extrema. Este artículo identifica estrategias y respuestas específicas diseñadas para lograr tres objetivos 
fundamentales: 1) reducir los riesgos epidemiológicos para salvar vidas; (2) proteger los medios de sustento; y (3) proteger 
la acumulación de capital humano. Tanto motivos de carácter humanitario como externalidades epidemiológicas, exigen la 
inclusión social universal. A fin de proteger la salud y las vidas, los medios de subsistencia y el capital humano de las perso-
nas pobres y vulnerables, es esencial, primero, implementar acciones a nivel local que vayan más allá de las transferencias 
de efectivo; segundo, asignar recursos suficientes para financiar el sostenimiento de ingresos y estas otras intervenciones 
fundamentales; y tercero, involucrar a actores y organizaciones comunitarias para que estas intervenciones sean eficaces. 

Este trabajo fue preparado para la Dirección Regional de América Latina y el Caribe del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, y se basa en la versión 
más extensa de “El COVID-19 y la protección social de los grupos pobres y vulnerables”. (Lustig y Tommasi_COVID, Pobres y Vulnerables_V Larga Mayo 2020) Ambas 
versiones se han beneficiado ampliamente de los insumos y de la ayuda de diversos colaboradores. De manera particular, deseamos agradecer a los autores de los 
recuadros temáticos que se han incluido en el apéndice de la versión más extensa. También estamos muy agradecidos con los colegas del Centro de Estudios para el 
Desarrollo Humano (CEDH) de la Universidad de San Andrés, y del Commitment to Equity Institute (CEQI) de Tulane University. Agradecemos particularmente a Valentina 
Martínez Pabón, Patricio Larroulet y Ana Rocha por su apoyo en la recopilación de información y análisis. Por último, agradecemos mucho a Santiago Levy, Luis F. 
López-Calva y Marcela Meléndez por sus muy útiles comentarios y sugerencias. En aras de la brevedad, en esta versión hemos omitido todas las fuentes y referencias 
que aparecen en la versión más larga.

https://www.latinamerica.undp.org
https://www.dropbox.com/s/hq6jrul45iq1518/Lustig%20y%20Tommasi_COVID%20y%20Vulnerables_V%20LARGA_%20May26_2020.pdf?dl=0
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Introducción a la serie:
Evidencia, experiencia, y pertinencia en busca de alternativas de política 
eficaces

La pandemia del COVID-19 es uno de los desafíos más se-
rios que ha enfrentado la humanidad en tiempos recientes. 
Todavía se desconoce lo que podrá ser su costo total en vi-
das humanas. De manera simultánea a la pérdida de vidas y 
a la profunda crisis de salud, el mundo está siendo testigo de 
un colapso económico que impactará de manera severa el 
bienestar de grandes segmentos de la población durante los 
próximos años. Algunas de las medidas que se están tomando 
para contrarrestar la pandemia afectarán nuestras vidas en el 
futuro de manera no trivial. Entender la relación entre los di-
ferentes elementos del problema para ampliar el espacio de 
la política con una comprensión completa de los efectos so-
ciales y económicos que las medidas que se adopten pueden 
traer consigo, es el propósito de esta serie.

Hasta el momento, la imposibilidad de utilizar el aislamiento 
selectivo con las personas y grupos contagiados ha llevado a 
la aplicación de medidas de distanciamiento social que están 
imponiendo un costo económico y social excesivamente des-
proporcionado en todo el mundo. La combinación de políti-
cas como el distanciamiento social, el confinamiento y las cua-
rentenas implican una reducción, cuando no una parada total, 
de las actividades de producción y consumo por un periodo 
de tiempo incierto, que desploma los mercados y puede lle-
var al cierre de empresas, llevando al desempleo a millones de 
trabajadores. El trabajo, factor esencial de la producción, está 
en cuarentena en la mayoría de los sectores de la economía. 
Las fronteras se han cerrado, y las cadenas globales de valor se 
han interrumpido. La mayoría de las estimaciones muestran 
una contracción del producto global. En la región de América 
Latina y el Caribe, las predicciones muestran un consenso alre-
dedor del -3% o -4%, y se espera que solo en 2022 la región re-
cupere los niveles de actividad previos a la crisis, en escenarios 
que prevén una crisis en forma de “U”. Según la CEPAL, más de 
30 millones de personas podrían caer en la pobreza si no se 
ponen en marcha políticas activas para proteger o sustituir el 
ingreso de los grupos vulnerables.

Enfrentamos una crisis que exige respuestas no conven-
cionales. Nos preocupa el efecto nivel: el impacto de la cri-
sis sobre el tamaño de las economías y su capacidad para 
recuperar el crecimiento tras el choque. Pero nos preocupa 
igualmente su impacto distributivo. La crisis interactúa con 
la heterogeneidad preexistente en tenencia de activos, ca-
pacidad de generación de ingresos, condiciones de trabajo, 

acceso a servicios públicos y muchos otros aspectos que ha-
cen que algunos individuos y hogares sean particularmente 
vulnerables a una parálisis de la economía como ésta. Las 
personas que dependen de los mercados informales, los 
micro y pequeños empresarios, las mujeres en situación de 
empleo precario, los grupos históricamente excluidos, como 
los pueblos indígenas y los afrodescendientes, deben estar 
al centro de la respuesta de política.

Como agencia de desarrollo de las Naciones Unidas, el 
PNUD tiene una larga tradición de acompañar el diseño, la 
implementación, el monitoreo y la evaluación de la política 
pública. Tiene el mandato de responder a circunstancias cam-
biantes, desplegando su capacidad para apoyar a nuestros 
estados miembros en la búsqueda de soluciones integrales 
a problemas complejos. Esta serie busca aprovechar la expe-
riencia y conocimientos del PNUD a nivel global y la experticia 
y capacidad de nuestra red de centros de investigación e insti-
tuciones académicas aliadas de América Latina y el Caribe. Es 
un intento por promover una reflexión colectiva sobre la res-
puesta a la crisis de salud del Covid-19 y sus efectos económi-
cos y sociales sobre nuestras sociedades. Es necesario pensar 
rápido. Las soluciones basadas en evidencia, la experiencia y 
la intuición política razonada –con origen en una larga histo-
ria de experiencia en política– son esenciales para guiar este 
esfuerzo. Esta serie contribuye, además, al enfoque integral 
establecido por la reforma de la ONU y aspira a ser un insumo 
importante para la respuesta coherente del sistema de desa-
rrollo de las Naciones Unidas a los niveles global, regional y 
nacional.

Ben Bernanke, antiguo gobernador de la Reserva Federal 
de los Estados Unidos, nos recuerda en su libro El valor de 
actuar que durante las crisis las personas se distinguen en-
tre quienes actúan y quienes temen actuar. Esperamos que 
estos documentos de política contribuyan al debate público 
con la entrega de propuestas oportunas y sólidas para apo-
yar a todos aquellos que están tomando decisiones con el fin 
de proteger a los más vulnerables de nuestra región.

Luis F. Lopez-Calva
Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo
Director Regional, América Latina y el Caribe
Nueva York, marzo 2020
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Introducción

La pandemia mundial de COVID-19, junto con las reacciones a ésta a nivel internacional y en el ámbito nacional, están 
infligiendo graves costos a la sociedad en su conjunto, tanto en términos de vidas como de pérdidas económicas. Aun si 
milagrosamente América Latina hubiera podido evitar la pandemia, los shocks negativos externos (una reducción de la 
demanda de exportaciones y del turismo, el descenso de los precios de los productos básicos, la caída de las remesas y las 
salidas de capital sin precedentes) estarían asestando un fuerte golpe a la actividad económica de los países. La pandemia 
y las medidas diseñadas para contenerla, complican el impacto negativo sobre los niveles de vida de maneras que apenas 
estamos pudiendo evaluar sobre todo a la luz de la incertidumbre que prevalece en torno a los tiempos del descubrimiento 
de una cura o el desarrollo de una vacuna.

Si bien la sociedad se ha visto afectada a todos los niveles, la intensidad del efecto ha variado ampliamente entre los distin-
tos grupos sociales. La pandemia está empobreciendo a las personas pobres y exacerbando la desigualdad. Los trabajadores 
informales han sido gravemente afectados por las medidas de distanciamiento social.1 Los trabajadores menos calificados 
no pueden trabajar desde sus hogares. Las personas pobres y vulnerables,2 especialmente las que viven en condiciones de 
pobreza extrema, son quienes más están sufriendo, no sólo por caídas de ingreso, sino también en términos de sus condi-
ciones de vida en un sentido más amplio y por el empeoramiento de sus perspectivas a futuro como consecuencia de esta 
situación. En la medida que en América Latina el virus se propaga desde los distritos más pudientes, a donde llegó primero, 
empieza a afectar a las poblaciones que vive en peores condiciones sanitarias y que sufren distintas privaciones que resultan 
magnificadas por los efectos de la pandemia.

La situación actual exige acciones urgentes en distintos frentes interconectados: (1) el frente epidemiológico, de atención 
sanitaria y de salud; (2) el frente económico; (3) el frente del mercado laboral; y (4) el frente de la protección social. Este docu-
mento se centra en un componente importante del frente de protección social: la identificación de estrategias que permitan 
alcanzar tres objetivos para las personas pobres y vulnerables: (i) reducir los riesgos epidemiológicos a fin de salvar vidas; 
(ii) proteger los medios de vida; y (iii) asegurar la acumulación de capital humano. El propósito de este trabajo es ofrecer  
un marco conceptual que oriente el diseño de políticas a tal efecto.

El complejo vector de shocks inducido por la pandemia ha generado un descenso en los ingresos de muchísimas personas. 
Entre otras cosas, esto provocará aumentos en la cantidad de personas pobres en las estadísticas oficiales. Un informe re-
ciente de la CEPAL calcula que la cantidad de personas pobres aumentará en aproximadamente 30 millones durante 2020. 
Las medidas macroeconómicas anticíclicas propuestas y que ya se están llevando a cabo en muchos países intentan mitigar 
el impacto negativo sobre la actividad económica y con ello también mitigar el impacto sobre la población pobre. Otro con-
junto de medidas están dirigidas de manera más focalizada a suavizar el fuerte golpe sufrido en términos de empleo y de 
ingresos por muchas personas, con énfasis particular en aquellas en riesgo de caer en la pobreza. 

Todo esto es necesario. Sin embargo, además, están todas las personas que ya eran pobres anteriormente y que tam-
bién sufrirán considerables pérdidas de ingresos, lo cual llevará a que muchas de ellas queden por debajo del umbral de 
la pobreza extrema. De acuerdo con la CEPAL, cerca de 16 millones de personas podrían, como resultado de la pandemia, 
sumarse a las ya viven en la extrema pobreza. Resulta evidente que debe dárseles prioridad en lo relativo al apoyo financiero 

1 Las noticias de los Estados Unidos dan cuenta de que personas de bajos ingresos y minorías étnicas y raciales se encuentran desproporcionalmente re-
presentadas entre los gravemente enfermos y fallecidos. Encuestas realizadas en Chile y en el Perú, entre otros países, indican que el impacto económico 
de la pandemia es desproporcionalmente agudo entre los pobres urbanos.

2 En cierta literatura económica, la palabra “vulnerable” se usa en referencia a las personas cuyo ingreso se encuentra por encima del umbral de pobreza 
pero que corren el riesgo de descender por debajo de dicho umbral si enfrentan un shock negativo. En este trabajo no usamos el término en ese sentido, 
sino en el sentido más usual, es decir, “una persona en necesidad de atención, apoyo o protección especiales debido a su edad, discapacidad o riesgo de 
abuso o abandono.”
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a quienes ya eran pobres antes de la pandemia. Pero eso no será suficiente para proteger de manera eficaz sus vidas, sus 
medios de subsistencia y su capital humano. Estas personas, los pobres crónicos, no sólo sufren de pobreza monetaria, sino 
que también suelen vivir en condiciones de hacinamiento, con carencia de algunos servicios básicos, con atención sanitaria 
y educación deficientes y frecuentemente enfrentan distintas formas de violencia y discriminación. Este grupo incluye a los 
residentes de los barrios marginados urbanos y otras zonas en las que se concentra la pobreza, a los migrantes indocumen-
tados, a las comunidades indígenas, a los afrodescendientes y a otras minorías étnicas y raciales. En el seno de esos grupos, 
hay personas como los niños, las mujeres, los ancianos, las personas con discapacidad, las personas con trastornos mentales, 
y los miembros de ciertos grupos como los LGBT, que enfrentan privaciones aún mayores. 

Es esencial prestar especial atención a las personas pobres y vulnerables en las respuestas de políticas. Esto es así por tres 
razones principales. Primero, porque este grupo ya sufre de forma intensa un conjunto de privaciones y, por lo tanto, hay un 
imperativo ético de dar prioridad a sus necesidades, pues son quienes menos pueden resistir los diversos efectos negativos 
a los que ha dado lugar la pandemia. Segundo, estos efectos negativos tienen mayores probabilidades de tener un impacto 
de largo plazo sobre este grupo. La literatura moderna sobre el desarrollo humano hace hincapié en los efectos permanen-
tes que pueden tener shocks transitorios sobre las vidas de los niños y jóvenes vulnerables. Si circunstancias tales como la 
malnutrición infantil, la deserción escolar y las experiencias traumáticas se presentan en las primeras etapas de la vida, los 
efectos suelen ser irreversibles. La investigación en torno a crisis pasadas revela que estos efectos de largo plazo existen y 
son causa de desigualdades persistentes y frenan el progreso social.

En una pandemia, hay una tercera razón, crucial, para dar prioridad a las personas pobres y vulnerables. En la medida en 
que el virus se propaga, las personas con realidades más precarias, no sólo enfrentan un mayor riesgo de contagio, sino que 
además constituyen una fuente de transmisión. Si no se compensa a estos grupos, al menos en parte, por sus pérdidas de 
ingreso durante las medidas de confinamiento, les será muy difícil, por ejemplo, respetar las restricciones de distanciamiento 
social. Si no se distribuyen ampliamente y sin costo las pruebas clínicas o la eventual vacuna, las personas pobres y vulnera-
bles probablemente elijan no hacerse las pruebas ni vacunarse. Esta externalidad es uno de los argumentos fundamentales 
en favor de priorizar estos grupos en el contexto de una pandemia. “Olvidarse” de proteger a ciertos sectores de la sociedad 
(como los habitantes de barrios marginados, las personas en situación de calle, los migrantes indocumentados o la pobla-
ción transgénero), podría perjudicar gravemente la posibilidad de contener la propagación del virus. Durante una pandemia, 
la protección social universal se convierte en condición necesaria para el éxito en el combate contra la propagación 
de la enfermedad.

1.	 COVID-19 exacerba las desigualdades y vulnerabilidades preexistentes

Grupos en riesgo de contagio, enfermedad y muerte

Las personas mayores y aquellas con afecciones preexistentes son los dos principales grupos en riesgo de contraer la 
COVID-19 y sucumbir a esta. En lo que toca a la edad, la proporción de personas mayores en América Latina no es grande 
(menos del 9 %). No obstante, en lo relativo a las afecciones preexistentes, la situación es preocupante. El exceso de peso 
corporal y la obesidad son altamente prevalentes en América Latina (casi el 60 % de la población) y el 10 % de la población 
padece de diabetes.3

El grupo de pobreza y desarrollo humano de Oxford ha propuesto tres indicadores para captar el riesgo de infección de 
COVID-19: escaso acceso a agua potable; el uso de combustibles nocivos dentro de la casa; y la malnutrición. A partir de 

3 Todas las fuentes de las cifras citadas en este texto figuran en la versión más extensa de este trabajo. Lustig y Tommasi_COVID, Pobres y Vulnerables_V 
Larga Mayo 2020.

https://www.dropbox.com/s/hq6jrul45iq1518/Lustig%20y%20Tommasi_COVID%20y%20Vulnerables_V%20LARGA_%20May26_2020.pdf?dl=0
https://www.dropbox.com/s/hq6jrul45iq1518/Lustig%20y%20Tommasi_COVID%20y%20Vulnerables_V%20LARGA_%20May26_2020.pdf?dl=0
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estas pautas, existen cerca de 142 millones de personas en América Latina en riesgo de contraer la COVID-19. Dicho número 
representa cerca de una cuarta parte de la población de la región.

Múltiples privaciones

Sobre la base del indicador internacional de pobreza de USD 5,50 por día, la pobreza en América Latina es del 23 %. Alrede-
dor del 4 % de los latinoamericanos vive en la extrema pobreza (es decir, aquellas personas que se encuentran por debajo del 
umbral de pobreza de USD 1,90/día), y no ganan lo suficiente para comprar la cantidad mínima de alimentos para obtener 
una nutrición adecuada. Diez por ciento de los latinoamericanos (delimitados por el umbral de pobreza de USD 3,20/día) 
está en riesgo de caer en la pobreza extrema. Este porcentaje es notablemente superior en algunos países, como Bolivia, 
Guatemala y Ecuador.

Sin embargo, la pobreza monetaria es sólo un indicio de las múltiples carencias y privaciones de las personas crónica-
mente pobres. Para la mayoría de la población en la que nos centramos, la pobreza es una condición de vida que implica 
privaciones en múltiples dimensiones. Más del 80 % de las personas incluidas en el quintil más pobre de la distribución de 
la riqueza trabaja en el sector informal y, por lo tanto, carece de acceso a seguro de desempleo, pensión contributiva y otras 
prestaciones. El 22 % de los latinoamericanos carece de acceso a agua potable; el 34 % no tiene conectividad a internet, que 
es fundamental en las presentes circunstancias; y el 45 % no tiene una cuenta bancaria. 

Aunque la severidad de la pobreza es mayor en las zonas rurales, cerca de dos terceras partes de las personas pobres 
vive en zonas urbana. Se espera que sea este segmento de pobres urbanos quienes sufran más crudamente el efecto de la 
pandemia. Más del 20 % de los residentes urbanos vive en tugurios, donde las condiciones en términos de hacinamiento y 
vivienda deficiente son extremas.

El shock de COVID-19 interactúa con todas estas desigualdades y vulnerabilidades

Todas las privaciones mencionadas anteriormente, que caracterizan a la pobreza multidimensional, interactúan a su 
vez con las condiciones generadas por la pandemia y desembocan en un círculo vicioso. Muchas de esas vulnerabilidades 
incrementan las probabilidades de infección de las personas, y muchos de los efectos de la pandemia y de las medidas de 
aislamiento exacerban el sufrimiento producido por las privaciones y problemas que ya existían de partida.

A manera de ejemplo, vivir en un barrio carenciado hace a las personas más propensas a la infección y, potencialmente, 
a enfermarse gravemente debido a las condiciones de hacinamiento y a la falta de acceso a agua y saneamiento. La infor-
malidad del mercado laboral es un aspecto clave de la vida de las personas pobres y vulnerables, e intensifica los efectos 
de la marcada disminución de ingresos producida por la pandemia, particularmente para las personas que tienen pocos o 
ningún activo. Los trabajadores informales no tiene acceso a la seguridad social patrocinada por el estado y, aun cuando en 
la mayoría de los países hoy existen programas de transferencias monetarias, su cobertura puede ser todavía muy limitada 
como para constituir un instrumento eficaz de protección social frente a la pandemia y la crisis económica que la acompaña.
Asimismo, las personas pobres no sólo tienen limitadas oportunidades de tener un trabajo que pueda realizarse de manera 
remota, sino que aun si ese fuera el caso, les sería difícil realizarlo dadas las condiciones de sus casas y la falta de infraestruc-
tura (incluida la conectividad a internet). Estas circunstancias dificultan la posibilidad de quedarse en casa. Si las personas 
pobres no tienen los medios para cubrir sus necesidades básicas en el corto plazo, no podrán respetar las normas de ais-
lamiento social. No podrán permanecer en casa si esto les impide obtener su sustento diario.

Permanecer en casa significa soportar una serie de dificultades causadas por el hacinamiento, la falta de servicios básicos y 
los entornos deficientes en que se encuentran sus casas. Además de esto, es menos probable que la educación y las fuentes 
confiables de información lleguen a estas familias, pues carecen de las herramientas necesarias para estar conectadas. Más 
aún, para este segmento de la población, permanecer en casa podría hacer surgir otros problemas de salud, especialmente 
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dado el panorama actual del sector sanitario, en que las afecciones que no tienen relación con el coronavirus no reciben 
la atención adecuada. Además, el confinamiento, el hartazgo, la incertidumbre y el miedo asociados a la situación actual 
podrían agudizar disfuncionalidades familiares que, en casos extremos, intensifican la violencia familiar y el abuso infantil.

Entre las dinámicas más importantes del círculo vicioso que puede producir la combinación de las políticas de confina-
miento y las repercusiones económicas de la pandemia figuran las que afectan el capital humano de los niños. En particular, 
la desnutrición durante el embarazo y en las etapas iniciales de la vida probablemente aumente como resultado de los in-
gresos reducidos. Además, los cierres de las escuelas tienen el potencial de afectar profundamente a los niños de los hogares 
pobres, que podrían encontrar extremadamente difícil, sino imposible, continuar su educación en casa debido a la falta de 
equipo adecuado, conectividad e incluso orientación. Es muy probable que los niños terminen con bajas calificaciones, lo 
cual podría llevarlos a abandonar la escuela. Este podría llegar a ser uno de los años con mayor pérdida de capital humano 
en la historia moderna; esa pérdida se distribuirá de manera muy desigual, y los más pobres pagarán el costo más alto.

2.	 Un breve perfil de los grupos vulnerables

Como dijimos en la introducción, nuestro objetivo es ofrecer un marco conceptual para una respuesta de política eficaz 
que permita proteger la salud y las vidas, los medios de subsistencia y el capital humano de las personas pobres y vulnerables. 
Es sencillo definir a los pobres en términos de ingresos, sólo requiere comparar los ingresos de las personas con el umbral de 
pobreza de cada país particular. También es, en principio, tarea sencilla socorrer a las familias pobres en sus pérdidas de 
ingreso durante la pandemia: los Gobiernos deben ampliar los programas actuales de transferencias de efectivo (o crear 
nuevos, si fuera necesario).

No obstante, lo que aquí planteamos es que existen otras privaciones que van más allá de la falta de ingresos que deben 
ser igualmente atendidas. Ser víctima de violencia domésticca o de la discriminación en el sistema de salud debido al co-
lor de piel, la orientación sexual o la condición de migrante, son privaciones que se exacerban durante la pandemia. Estas 
conductas disfuncionales no se pueden combatir simplemente mediante transferencias de efectivo. Del mismo modo, las 
dificultades que encuentran los niños pobres en los barrios marginales en las ciudades o las comunidades pobres en las 
zonas rurales para continuar su educación durante los cierres escolares no se resuelven con transferencias monetarias. Las 
transferencias monetarias no producirán el tipo de orientación que necesitan los niños para la enseñanza eficaz en el hogar. 
El diseño de una política de respuesta efectiva exige, pues, la identificación de los grupos vulnerables y tomar en cuenta sus 
circunstancias particulares. En el segmento que sigue ofrecemos dicha identificación para algunos de los principales grupos 
vulnerables.4

	▪ Los pobres de las zonas urbanas. Las personas pobres de las zonas urbanas, en particular las que viven en barrios 
marginales (como las favelas o villas de emergencia), enfrentan peligros muy grandes en lo referente al riesgo epi-
demiológico, a sus medios de subsistencia y a su capital humano y sus condiciones de vida. En su realidad confluyen 
múltiples categorías de privación.5 Por lo general son trabajadores informales, sin activos ni seguridad social; viven en 
condiciones de hacinamiento, sin agua ni saneamiento; buena parte de ellos carece de acceso a internet; muchos pade-
cen afecciones preexistentes; y la mayoría no tiene acceso al sistema bancario. Es común encontrar diversas disfuncio-
nalidades familiares, que pueden agravarse en medio de las cuarentenas, hasta el punto de manifestarse en forma de 
violencia doméstica y abuso infantil. Tal como se verá en la siguiente sección, es muy difícil para este grupo permanecer 
en su domicilio por períodos prolongados.

4 Esta lista no tiene el propósito de ser exhaustiva. En la versión más extensa de este trabajo se ofrecen referencias a otros grupos vulnerables.

5 Muchas de las condiciones que aquí describimos se aplican por igual a la pobreza rural.
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	▪ Las mujeres.6 La mayoría de las mujeres trabajan en el sector de servicios, que ha sido golpeado de manera especial 
por las medidas de distanciamiento social. Las mujeres son las jefas de muchos hogares monoparentales, que corren 
mayor riesgo, y esto las hace más vulnerables a la inestabilidad económica. Las mujeres son responsables de una gran 
parte del trabajo doméstico, que en muchos casos ha aumentado como consecuencia de la cuarentena. Asimismo, las 
mujeres son las principales víctimas de la violencia en el hogar, y el abuso ha ido empeorando, ya que la cuarentena 
obliga a las familias a encerrarse, y esto atiza las tensiones entre los integrantes del hogar, al mismo tiempo que posibles 
conflictos para hacer que el dinero alcance dan lugar a nuevas tensiones en las familias. Incluso antes de que COVID-19 
apareciera en escena, el 15 % de las mujeres declaraba sufrir violencia doméstica.

	▪ Los niños. En América Latina hay más de 150 millones de niños, y cerca de la mitad son pobres. Aun sin hacer 
referencia a casos extremos, como los de niños que viven en la calle, muchos de estos niños enfrentan grandes vulne-
rabilidades en tiempos normales y, por ende, mayores vulnerabilidades en tiempos como este. Hay niños que pueden 
quedar solos debido a la muerte o enfermedad de un único cuidador. Muchos niños ven empeorar sus condiciones de 
vida a causa de las dificultades de ingresos de sus padres; a muchos se les dificulta recibir cuidados en las circunstancias 
actuales. La escolarización de los niños pobres se encuentra a riesgo debido a los cierres de escuelas. Las desventajas 
educativas que enfrentan los niños, adolescentes y adultos jóvenes pobres se han magnificado en estas circunstancias 
en que están aislados en sus casas sin conexión, en compañía de sus padres, en la mayoría de los casos carentes de ins-
trucción. Muchos niños enfrentan varios de estos riesgos y privaciones al mismo tiempo y, especialmente en el caso de 
los niños pequeños, cualquiera de estas situaciones temporales podría dejar huellas permanentes.

	▪ Los ancianos. Además de ser el grupo de mayor riesgo de muerte a causa de COVID-19, las personas mayores tam-
bién se distinguen como grupo vulnerable desde el punto de vista social. Son muy dependientes de otras personas, 
pues no tienen mucha experiencia en el manejo de tecnología o herramientas de comunicación. Algunas personas 
mayores viven solas, y tienen problemas para obtener acceso a alimentos, atención médica y medicamentos debido a 
la situación de aislamiento social.

	▪ Las comunidades indígenas. América Latina tiene no menos de 50 millones de habitantes, de más de 500 grupos 
étnicos distintos, que pertenecen a comunidades indígenas. Estas comunidades constituyen el 8 % del total de habi-
tantes de la región, el 14 % de las personas pobres, y el 17 % de las que viven en pobreza extrema. En términos de sus 
relaciones con el mercado laboral, realizan trabajos en condiciones precarias y son trabajadores poco calificados. Las 
comunidades indígenas tienen también un acceso restringido a la educación, y tienen experiencia directa con los efec-
tos más adversos del cambio climático. Del mismo modo, carecen de acceso a centros sanitarios y saneamiento básico, y 
viven en condiciones sanitarias muy deficientes en comparación con grupos no indígenas con características similares. 
Como no tienen suficiente capacidad de ahorro y sobreviven con salarios diarios, el respeto de las reglas de aislamiento 
fijadas por los Gobiernos no es una opción viable para ellos.

	▪ Los migrantes. Los migrantes, en especial los migrantes indocumentados, suelen contarse entre las personas ex-
cluidas y objeto de discriminación. Tienden a trabajar en el sector de servicios, especialmente en el sector hotelero, que 
ha sufrido un duro revés en la pandemia. A menos que sean residentes de larga data, los migrantes no tienen derecho 
a recibir prestaciones como transferencias de efectivo y otros programas. Por lo tanto, el respeto a las cuarentenas se 
convierte en una carga imposible. Esto puede tener consecuencias graves para el resto de la sociedad también, pues 
estos grupos se convierten eventualmente en portadores del virus y pueden desencadenar nuevos brotes. El problema 
se exacerba aún más debido a que, en algunos países, los migrantes indocumentados no tienen acceso al sistema de 
atención sanitaria.

6 Otro trabajo de esta serie se enfocará en COVID-19 y las cuestiones de género.
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	▪ Otros grupos vulnerables. La población “olvidada” o excluida comprende también a otros grupos, como las personas 
sin techo, las personas encarceladas, los trabajadores sexuales y las personas transgénero. Al diseñar políticas para con-
tener la propagación del virus y mitigar el impacto de la consiguiente crisis económica, los responsables de políticas 
deben ser tan incluyentes como sea posible. El principio rector debe ser el que establecimos en la introducción: la pro-
tección social universal es condición previa para el logro de los objetivos fijados en el combate contra la propagación 
de la enfermedad. Protección social aquí se refiere tanto a apoyo a los ingresos como a apoyo en otras dimensiones del 
bienestar.

3.	 El impacto de las medidas de confinamiento sobre las personas pobres y 
vulnerables: informando desde el terreno

Para evitar que el virus se propague de modo descontrolado, y debido a que se cuenta con capacidades limitadas para 
realizar pruebas, seguimiento y aislamiento, las intervenciones que se usan con mayor frecuencia involucran una reducción 
al mínimo posible del contacto físico entre las personas. La gran mayoría de los países de la región han implementado cua-
rentenas o formas menos estrictas de protocolos de confinamiento. ¿De qué modo se ven afectadas las personas pobres y 
vulnerables por estas políticas de contención? 

Lo que sigue sintetiza la manera en que las medidas de confinamiento y de distanciamiento social han afectado a las 
personas pobres y vulnerables. Esta apreciación se basa en los resultados de una encuesta aplicada en barriadas urbanas 
pobres en Argentina, y en breves informes sobre otros 15 países elaborados por las oficinas de país del PNUD.7 Ese tipo de 
información puede resultar valiosa para ayudar a priorizar intervenciones que faciliten el distanciamiento social, al tiempo 
que mitigan el efecto adverso sobre el bienestar de estos grupos.

A continuación figuran los principales problemas planteados. El orden se basa en la frecuencia y la importancia otorgada 
a cada uno de los problemas.

	▪ Ingresos. Doce de los 16 países identificaron a la caída de sus ingresos como uno de los principales problemas. Los 
informes de 10 de los 16 países indicaron que la reducción de los ingresos es la principal preocupación, en tanto que 
dos países la consideraron como la segunda gran preocupación. Los hogares que dependen de los ingresos de trabaja-
dores autónomos tienen mayor riesgo que aquellos que dependen de las transferencias sociales del Gobierno.8

	▪ Salud. Ocho de los dieciséis países señalaron que los problemas relacionados con la salud (el acceso a medicamen-
tos y servicios de salud) se cuentan entre los principales problemas. De los ocho países, cinco colocan los problemas 
de salud como los primeros o segundos en la lista de los más importantes. Hay grandes obstáculos para lograr acceso 
a medicamentos y recetas imprescindibles. Se han restringido los servicios normales, y las personas que por lo regular 
tienen dificultades con su propia atención médica, hoy enfrentan mayores problemas. Esto resulta particularmente 
riesgoso para los niños de familias menos estructuradas y para las personas mayores.

	▪ Violencia doméstica. De los 16 países, seis identificaron la violencia en el hogar como una de sus principales preo-
cupaciones. Hay informes que indican que ese tipo de violencia ha aumentado de manera más generalizada a partir del 
inicio del aislamiento, tanto en las calles como en los hogares. Los altos índices de consumo de alcohol y drogas en esos 
distritos constituyen una bomba de tiempo.

7 El informe de Argentina se basa en más de 1000 entrevistas que tuvieron lugar en el mes de marzo de 2020. La versión más extensa de este trabajo ofre-
ce más información sobre este estudio, que se basa en un esfuerzo nacional de colaboración llevado a cabo por más de 500 investigadores que entrevis-
taron a distintas fuentes locales. El ejercicio procura definir las dimensiones pertinentes a la privación multidimensional mediante procesos participativos. 
La versión más extensa de este trabajo también sintetiza los informes de las oficinas del PNUD en los distintos países.

8 En este tema, Argentina, que cuenta con un amplio sistema de transferencias sociales no contributivas, podría ser una de las excepciones en la región.
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	▪ Disponibilidad de alimentos. Entre los dieciséis países, cinco manifestaron que el acceso a los alimentos está entre 
sus principales preocupaciones. Entre las dificultades que rodean este asunto se encuentran: i) la falta de disponibilidad 
adecuadas en las tiendas cercanas en que compran las personas pobres; ii) un marcado incremento de los precios; iii) 
los bajos niveles de ingresos; iv) las dificultades que enfrentan las ONG, las iglesias y otros actores sociales locales para 
mantener sus operaciones bajo las actuales circunstancias.

	▪ Discriminación. Cinco de los dieciséis países señalaron la discriminación o la exclusión de minorías, migrantes o 
miembros de la comunidad LGBT entre sus principales preocupaciones.

	▪ Hacinamiento. Cinco de los dieciséis países señalaron el hacinamiento como una de sus principales preocupaciones.

	▪ Educación. Aunque el acceso a la educación no estuvo incluido entre las preocupaciones urgentes, el informe en 
profundidad sobre Argentina reveló que no hay clases virtuales para todos, debido a la distribución asimétrica de los 
servicios de conectividad en esas comunidades. El Ministerio de Educación no ha logrado suministrar folletos impresos 
a todos los niños necesitados de materiales educativos y, como los jóvenes no han podido iniciar apropiadamente el 
año académico, su situación se ha deteriorado. Muchos niños no reciben suficiente estímulo de los padres, y la deser-
ción escolar es un fenómeno frecuente en estos contextos. Esto se potencia en las circunstancias actuales que, si bien 
temporales, podrían tener un efecto permanente para los niños y adolescentes marginales.

4.	 Diseño y ejecución de una respuesta eficaz

Esta sección plantea principios y recomendaciones institucionales y presupuestarias para el diseño e implementación de 
respuestas eficaces. Incorpora además una serie de recomendaciones específicas, muchas de las cuales ya se están poniendo 
a prueba en la región.

4.1.	 Principios rectores

1.	 Integrar en una estrategia coordinada y coherente las acciones de orden epidemiológico, económico y social.

2.	 Dar prioridad al bienestar de las personas más pobres y vulnerables de la sociedad. Esto es imperativo no sólo por 
motivos humanitarios, sino a fin de minimizar el impacto de las externalidades epidemiológicas y económicas, así como los 
riesgos políticos.

3.	 Esto debe efectuarse con la mira puesta en tres objetivos:
i.	 Preservar vidas
ii.	 Preservar medios de subsistencia
iii.	 Preservar el capital humano

4.	 Los grupos más pobres y vulnerables requieren un enfoque especial en lo relativo a:
i.	 Ingresos 
ii.	 Acciones directas más allá del ingreso
iii.	 La necesidad de complementar políticas generales (en salud, educación, seguridad, comunicación durante la 

pandemia, y otras más) con acciones especiales dirigidas a cubrir cabalmente a estos grupos.

5.	 Esto exige
i.	 Acciones urgentes en el corto plazo (semanas) para:

	D mantener los flujos esenciales (ingresos, alimentos) 
	D evitar consecuencias negativas de las circunstancias (como la violencia, etc.) que no se pueden modificar en una 
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semana (como las cuestiones relativas a la vivienda)
ii.	 Inversiones estratégicas en el mediano plazo (meses)
Es muy importante diseñar sólidas respuestas estructurales para el futuro próximo.
A modo de ejemplo: Es fundamental invertir en servicios de conectividad en el corto plazo, a fin de aprovechar las he-

rramientas tecnológicas que puedan llenar los huecos y evitar la desinformación y la falta de comunicación eficaz.

6.	 Al diseñar las intervenciones, es vital tomar en cuenta las heterogeneidades entre miembros de estas comunidades.

7.	 Usar y beneficiarse de la presencia de actores no gubernamentales que trabajen en estrecha relación con esos gru-
pos. Es esencial aprovechar las redes sociales locales.

8.	 Tomar en cuenta las implicancias organizacionales y presupuestarias de todo lo anterior. En los siguientes apartados 
se exploran esas implicancias.

4.2.	 Recomendaciones institucionales 

Tal como se analizó anteriormente, muchas comunidades y grupos en América Latina padecen una amplia serie de priva-
ciones simultáneas; en otras palabras, sufren de pobreza multidimensional. Estas situaciones preexistentes se han dificultado 
con la pandemia de COVID-19, que pone en riesgo no solo sus vidas y medios de subsistencia, sino también su capital huma-
no. La teoría moderna del desarrollo humano reconoce que en el curso de la vida de las personas ocurren acontecimientos 
críticos que pueden afectarlas de modo permanente; entre estos se cuenta, por ejemplo, la muerte del cuidador o el sostén 
de la familia, la atención médica inadecuada durante el embarazo, la malnutrición infantil, las experiencias traumáticas, el 
embarazo adolescente, la violencia doméstica, el consumo de drogas y el abandono escolar. Debido a la presencia de di-
versas dimensiones de privaciones que se refuerzan unas a otras, y dados los riesgos de esos eventos negativos, es de suma 
importancia que (en condiciones normales, y aún más en esta emergencia) las intervenciones públicas tengan el foco y la 
integralidad necesarias para ayudar a esta población vulnerable en sus situaciones particulares. Para las personas más vul-
nerables, las políticas generales “de a una y desde arriba” no son suficiente. Es necesario que vengan acompañadas 
de esfuerzos coordinados, que presten atención a los riesgos y necesidades específicas que enfrentan las distintas 
comunidades, las distintas familias y las distintas personas. Expresado en la jerga de las políticas públicas, es esencial 
que haya coordinación entre los distintos sectores del Gobierno y que la estrategia de acciones tenga el suficiente foco en 
las circunstancias locales e individuales.9

¿Cómo se pueden lograr una mejor coordinación y foco desde un punto de vista organizacional? Hay dos funciones insti-
tucionales esenciales que se deben cumplir para el diseño e implementación eficaces de políticas orientadas a las personas 
pobres y vulnerables. En primer lugar, es necesario contar con suficiente proximidad física y social con las comunidades 
vulnerables para disponer de su confianza, y para poder actuar como intermediarios entre las necesidades específicas de la 
comunidad (de la familia, de la persona) y la amplia y muchas veces desordenada oferta de programas públicos.10 En segundo 
lugar, es necesario contar con suficiente capacidad de coordinación y persuasión en lo que respecta a los organismos, minis-
terios y programas centrales para lograr que presten la debida atención a las necesidades particulares de estas comunidades 
de manera oportuna.

9 Aunque la lógica que aquí se desarrolla aplica más directamente al caso de las poblaciones vulnerables que comparten una ubicación geográfica 
común, puede aplicarse con algunos ajustes para los grupos vulnerables que comparten privaciones y riesgos a pesar de no compartir un mismo espacio. 
Sin embargo, aun en el caso de esas vulnerabilidades, con frecuencia los agentes geográficamente cercanos son cruciales para que las “grandes” políticas 
sean exitosas sobre el terreno. En el apéndice de la versión más extensa de este trabajo se ilustra (con un caso) la manera en que las redes en el terreno 
pueden ayudar a enfrentar y prevenir la violencia en el hogar. Sin esos agentes de cercanía, incluso las políticas mejor pensadas en el papel se tornan 
inútiles.

10 En algunos países de la región hay un gran número de programas, mientras en otros la cantidad es más reducida. En la mayoría de los casos, los progra-
mas no están bien coordinados en torno a una estrategia común.
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Esas funciones institucionales podrían ser cubiertas por distintas estructuras gubernamentales específicas. Los países de 
América Latina tienen dependencias gubernamentales que cumplen tales funciones en mayor o menor (o nulo) grado. Mo-
tivos de brevedad nos impiden ofrecer un diagnóstico detallado y sugerencias específicas sobre cada caso que, entre otras 
cosas, serían condicionados por las características federales de los sistemas de cada país y las respectivas asignaciones de 
funciones entre los distintos niveles de gobierno. En términos generales, hay dos pasos que resultan necesarios: (1) identificar 
cuáles de las estructuras de gobierno existentes está en mejor posición para cubrir dichas funciones institucionales, y (2) 
empoderar las estructuras más idóneas mediante el otorgamiento de recursos adecuados y de fuerte apoyo político al más 
alto nivel.

Las dos funciones institucionales esenciales indicadas anteriormente podrían no ser cubiertas por un organismo guberna-
mental particular. En esos casos, podría ser necesario elevar de rango a una dependencia con alcance territorial y designar 
a una figura pública para que la dirija. Una alternativa podría ser la creación de un grupo interministerial en que un ministro 
sea primus inter pares y esté a cargo de dirigir y coordinar al resto de ministerios. Por razones entendibles, ante el panorama 
de la pandemia, el Ministerio de Salud está teniendo cierto rol de liderazgo en estos momentos, pero –dado el complejo 
conjunto de situaciones que enfrentan los países– el mandato de esos grupos o equipos de tareas debe ir más allá de las 
consideraciones sanitarias.

En términos más amplios, una estructura adecuada comprende tres niveles fundamentales: (i) una dependencia guberna-
mental de alto nivel encargada de asistir a las poblaciones más vulnerables que funcionara como organismo coordinador, 
(ii), una unidad territorial correspondiente en cada comunidad o barriada pobre, y (iii) un conjunto de redes y organizaciones 
locales.11

(i)	 Organismo coordinador.

Es deseable que la coordinación de todas las acciones del Estado dirigidas a prestar apoyo social a las comunidades y ba-
rriadas pobres recaiga sobre un organismo enfocado en ellas. Dicho organismo debería ajustar todas las políticas (difusión 
de información, control epidemiológico, transferencias de ingresos, alimentos, salud, seguridad y educación) a las necesida-
des particulares de estas comunidades. Debería exigir que los distintos ministerios aplicaran las medidas complementarias 
que se necesiten en cada caso. A modo de ejemplo, cómo ejecutar medidas preventivas como el lavado de manos si no se 
cuenta con agua corriente; cómo continuar ofreciendo educación a poblaciones con acceso a internet deficiente o nulo; 
cómo respetar las medidas de aislamiento en hogares marcados por el hacinamiento o entre las personas sin techo; y así 
sucesivamente. También debería coordinar a las unidades territoriales en cada comunidad o barriada. A través de estas uni-
dades territoriales, debería reunir información sobre las necesidades generales y específicas de estas poblaciones.

(ii)	 Unidades territoriales

Las unidades territoriales deberían ubicarse dentro de cada comunidad o barriada pobre. Sus principales tareas serían:
	▪ Coordinar la ejecución de todas las intervenciones de los distintos sectores en los niveles nacional, provincial y local. 
	▪ Involucrar a las redes de las comunidades y las organizaciones locales (ONG, iglesias, movimientos sociales) en la 

identificación de urgencias y prioridades específicas.
	▪ Fortalecer las redes de actores sociales locales.

Una pregunta natural en este punto es qué función debería desempeñar cada nivel de Gobierno en todo esto. Limita-
ciones de espacio nos impiden discutir esto en detalle, debido a que dichas funciones serían condicionadas por una serie 

11 En la versión más extensa de este documento identificamos de modo detallado actores, funciones y recomendaciones en varios niveles, desde lo más 
encumbrado del Gobierno nacional hasta el nivel local.
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de consideraciones específicas a cada país (incluida la asignación vertical de funciones y recursos gubernamentales, y las 
capacidades estatales a cada nivel). Baste señalar que, en la mayor parte de América Latina, la unidad que puede abordar las 
necesidades de las personas pobres que viven en barriadas pobres, o de las comunidades indígenas, para mencionar dos 
casos, no es la municipalidad. Esta última tiende a cubrir zonas geográficas más amplias y debe responder a un grupo amplio 
y heterogéneo de intereses. Dinámicas de economía política y lógicas burocráticas hacen que convenga que estas unidades 
territoriales reporten al gobierno provincial, o incluso al nacional, y actúen en coordinación con la municipalidad, pero con 
una línea de contacto más directo con recursos centralizados que, para la mayoría de cuestiones de gran urgencia solo están 
disponibles en niveles más altos del Gobierno.

(iii)	 Redes locales y organizaciones de base

El involucramiento de actores locales de base es crucial para asegurar que las intervenciones sean eficaces y se orienten 
adecuadamente. Las transferencias monetarias, las reglamentaciones y los servicios públicos se encuentran claramente 
dentro del dominio del Estado, pero más allá del dinero y los servicios públicos, hay una serie de acciones clave que rea-
lizan actores no estatales que son parte esencial de las vidas cotidianas de las personas pobres y vulnerables. Entre estas se 
cuentan el acceso a alimentos y ropa, la prestación de ayuda médica y educativa y de apoyo emocional, y la protección de 
las personas vulnerables contra el abuso y la violencia, para mencionar sólo algunas. Si esta lista parece heterogénea, ¡lo es! 
Muchas organizaciones de nivel local, como iglesias y ONG, así como líderes sociales locales funcionan como proveedores 
cercanos con funciones multidimensionales para muchas familias y personas vulnerables en estos contextos (de un modo 
parecido a las funciones de los padres respecto de sus hijos). Así sucede en condiciones normales, y aún más en tiempos de 
cuarentena y distanciamiento social. Estas redes locales son el primer punto de contacto de las mujeres maltratadas, de los 
niños que no tienen conectividad para hacer sus tareas, y de las personas atemorizadas por la situación actual.12

A fin de distribuir los recursos disponibles de manera eficaz y eficiente, las dependencias del Estado deben apalancarse 
en estos actores locales, que son los únicos que tienen conocimiento de las necesidades específicas de cada niño, madre 
adolescente, joven en situación de riesgo o mujer maltratada en particular, en los tiempos reales en que esta ayuda esencial 
es necesaria.

Estas redes locales dentro del terreno de las comunidades vulnerables son un ejemplo crucial de un principio más amplio 
que debe tomarse en consideración en esta situación y en situaciones similares: la protección social directa de persona a 
persona.

(iv)	 Protección social directa de persona a persona

Los Gobiernos están ejecutando nuevos programas de emergencia de protección social, pero el enfoque tradicional pro-
bablemente no sea suficiente y no pueda ponerse en práctica con la suficiente rapidez en la mayoría de los países para la 
mayoría de las personas. La pandemia exige nuevas ideas sobre protección social que supera lo que los gobiernos pueden 
llevar a cabo. Las grandes empresas y fundaciones y los filántropos adinerados tienen la oportunidad de mostrar que pueden 
hacer la diferencia en formas nunca antes vistas.

Pero allí no termina la acción solidaria. Las cuarentenas y otras medidas de confinamiento están creando un nuevo tipo de 
marcada desigualdad: entre quienes continúan teniendo una fuente estable de ingresos y quienes no la tienen. Dado este 
contexto, la protección social directa de persona a persona también puede ayudar a financiar las necesidades de las personas 
más pobres y vulnerables y compensar a los que enfrentan las consecuencias adversas de las medidas de confinamiento en 
general. Como ejemplo se puede citar seguir pagando los servicios domésticos aunque no se sigan utilizando. En organiza-

12 La versión más larga de este trabajo narra episodios específicos y ofrece referencias sobre este punto.
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ciones sin fines de lucro, pequeños negocios o cooperativas, los gerentes pueden negociar recortes salariales o reducciones 
en el horario de trabajo transitorias para mantener intactas las fuentes de trabajo de todas las personas, o al menos para los 
empleados de más bajos ingresos. Del mismo modo, los propietarios de viviendas cuyos inquilinos hayan perdido el empleo 
podrían relajar las condiciones de pago e incluso considerar la posibilidad de ofrecerles y préstamos sin intereses.

La ayuda puede prestarse en formas no monetarias. Los jóvenes podrían ofrecerse para hacer compras para las personas 
de edad. Quienes tengan tiempo libre podrían ofrecer tutorías virtuales a los niños de otros hogares. En las ciudades, las 
personas podrían dejar alimentos no perecederos en la puerta de sus edificios para las personas desamparadas. Aquellos 
que tengan más equipo de protección que el que necesiten podrían dárselo a las personas que llevan paquetes, al cartero y 
a quienes recogen la basura. La lista es larga.

4.3.	 Presupuesto: establecer prioridades y asegurar su financiamiento

La mayoría de las acciones dirigidas a proteger a las personas pobres y vulnerables que sugerimos aquí tienen implica-
ciones presupuestarias. Nuestro planteamiento en términos de los recursos necesarios para alcanzar estos objetivos puede 
resumirse en cinco puntos:

(1)	 Debemos asignar más recursos a proteger las vidas, los medios de subsistencia y el capital humano de las personas 
más pobres y vulnerables.

(2)	 La manera en que se utilice el dinero debe tomar en consideración las recomendaciones institucionales descritas en 
la sección anterior, es decir: 

	▪ Asignar más recursos a unidades gubernamentales que se centren en los más vulnerables.
	▪ Canalizar parte de la distribución de apoyo y servicios a través de las ONG y organizaciones sociales de base, y asig-

narles el presupuesto necesario.

(3)	  Una parte de los recursos necesarios no son económicos.

A pesar de que se necesitan recursos presupuestarios, parte de estos objetivos pueden cumplirse a partir de decisiones 
políticas y lógicas institucionales. Llevarlos a cabo, y hacerlo bien, cuesta menos dinero de lo que parece. Requiere una firme 
acción política para modificar ciertos incentivos burocráticos, así como inteligencia para canalizar los recursos de modo de 
lograr una mejor focalización.13

(4)	 Los recursos adicionales que se requieran no deben obtenerse a costas de una reducción en los montos destinados a 
sostener los ingresos que se han visto más afectados por esta situación (aún si no se trata de personas crónicamente pobres).

(5)	 La combinación de recursos que se debe utilizar para financiar el gasto dirigido a las personas pobres y vulnerables 
y a compensar a quienes han visto grandes reducciones de ingresos dependerá de una serie de aspectos de las situaciones 
particulares de cada país.

En lo relativo al último punto, los recursos económicos necesarios para ofrecer apoyo a las personas pobres y vulnerables 
(y a las personas más afectadas por la pandemia, de manera más general) deberá proceder de una serie de fuentes: organi-
zaciones financieras internacionales, ayuda bilateral, crédito internacional y nacional, ingresos del Gobierno y reasignación 
del gasto gubernamental. La combinación dependerá de las condiciones específicas de cada país. Es inevitable que parte de 

13 Es evidente que esta observación no aplica a cosas tales como transferencias de efectivo, pero sí a otro tipo de intervenciones, como la protección de 
las mujeres contra la violencia en el hogar, o la focalización dirigida a evitar la malnutrición infantil.
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la financiación provenga del futuro: en el marco la crisis actual, se ha convertido en algo aceptable incurrir en déficits fiscales 
financiados con deuda.14

Sin dudas, parte de los fondos deberá proceder de cambios temporales y permanentes en las fuentes de ingresos del 
Gobierno y de la reasignación de presupuestos gubernamentales. La emergencia creada por la pandemia exige reducir el 
dispendio; eliminar programas y proyectos de inversión ineficientes; reducir el gasto en artículos que beneficien despropor-
cionadamente a quienes no sean pobres;15 y enfrentar agresivamente la corrupción. Allí donde resulte apropiado, podrían 
reducirse temporalmente los salarios de los servidores públicos que no sean esenciales. En países con un Estado reducido 
y bajos niveles de gasto social, debería considerarse aumentos de los impuestos a las personas ricas. Los países deberían 
considerar también impuestos extraordinarios sobre los grandes patrimonios para financiar gastos ligados a la emergencia 
causada por la pandemia.

Evidentemente, muchas de las sugerencias que aquí presentamos, como el aumento de los impuestos a las personas de 
mayores fortunas, la disminución del dispendio gubernamental o la reducción de ciertos beneficios a la clase media alta, 
probablemente enfrenten fuerte oposición política. Sin embargo, las circunstancias extraordinarias creadas por la pandemia 
nos ofrecen una oportunidad singular de crear un contrato social más justo y eficiente.

4.4	 Recomendaciones específicas

En esta sección presentamos recomendaciones específicas organizadas en dos amplias categorías: 1) reducir la exposición 
al riesgo epidemiológico de enfermarse y morir, y 2) proteger los medios de subsistencia, el capital humano y la prestación 
de servicios básicos. La lista de medidas no pretende ser exhaustiva, pero esperamos que aborden una amplia variedad de 
privaciones y problemas multidimensionales que enfrentan las personas pobres y vulnerables, especialmente en el marco 
de la pandemia.

Somos conscientes de que muchas de estas medidas ya se están poniendo en ejecución en los países de la región. Un 
análisis de los problemas que enfrentan los gobiernos y del éxito y la eficacia en el logro de los objetivos para los cuales se 
han creado esas medidas supera el alcance de este trabajo. Una secuela natural del marco presentado en este documento 
debería identificar buenas (y malas) prácticas en los intentos de proteger a las personas pobres y vulnerables de los múltiples 
impactos negativos que les ha causado la pandemia.16

(i)	 Reducir la exposición al riesgo epidemiológico de enfermedad y muerte

Durante el estado de emergencia:

	▪ Diseñar estrategias de comunicación adecuadas. Las campañas de información deben ser lo más transparentes que 
sea posible y guardar correspondencia con las realidades del público al que van dirigidas. 
	▪ Planificar estrategias que involucren a grupos marginados en las zonas urbanas y a comunidades indígenas. Las au-

toridades deben evitar que se propague el virus al tiempo que previenen distintas formas de discriminación. 
	▪ Garantizar acceso a agua limpia, jabón y otros productos esenciales (como máscaras) necesarios para la prevención. 
	▪ Garantizar acceso al ingreso, a los alimentos y a productos de primera necesidad. Esto es crucial para que las restric-

ción que obligan a permanecer en casa sean viables.

14 Está claro que países con una grave situación fiscal previa a la disrupción, o países cuya moneda es el dólar, por ejemplo, tendrán más limitaciones.

15 En esta categoría se encuentran los subsidios a empresas y personas ricas, pero en algunos casos también incluyen gastos que favorecen a las clases 
media y media alta.

16 Sería altamente deseable para fortalecer el contrato social en estas circunstancias si esto se instrumenta a través de acuerdos voluntarios con las perso-
nas y grupos más ricos de la sociedad.
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	▪ Asegurar la conectividad en las zonas marginadas. Esto es imperativo para poder comunicarse con las redes de apo-
yo en tiempo real, para reportar violencia o crímenes, para ofrecer actividades alternativas para niños y jóvenes y, en 
algunos casos, podría facilitar ciertas actividades de generación de ingresos, tales como proporcionar equipos a voceros 
clave dentro de la comunidad.
	▪ Utilizar otros espacios, además de los hospitales, como escuelas u hoteles, para aislar adecuadamente a pacientes de 

la COVID-19 o a personas que muestren síntomas similares. 
	▪ Diseñar estrategias para movilizar de manera segura a pacientes que tengan necesidades de atención médica espe-

cial desde un centro sanitario a otro. Lo anterior implica la inversión de fondos adicionales en transporte, como ambu-
lancias, particularmente en las zonas rurales. 

Después del estado de emergencia:

	▪ Ofrecer libre acceso a pruebas de la COVID-19 a los grupos más pobres y vulnerables de la sociedad. 
	▪ Seguir abriendo centros de aislamiento a fin de facilitar la reclusión de las personas que puedan infectarse. 
	▪ Garantizar el acceso a agua potable salubre.
	▪ Asegurarse de que los grupos marginados cuenten con dispositivos tecnológicos que permitan hacerles seguimiento. 

Esto contribuirá a evitar un nuevo brote de COVID-19, además de que mejorará la comunicación general mediante la 
conectividad.
	▪ Inclusión financiera basada en las TIC Dar acceso a servicios bancarios y a tarjetas de débito no solo hará más efi-

ciente la entrega de las transferencias, sino que dará a las autoridades un perspectiva interna del impacto económico 
del brote del virus.

(ii)	 Proteger los medios de subsistencia, el capital humano y la prestación de servicios básicos.

Ofrecer acceso a ingresos, alimentos y servicios:

	▪ Transferencias. Recomendamos ofrecer transferencias monetarias que permitan a las personas pobres alcanzar un 
nivel de consumo mínimo, especialmente a aquellas cubiertas por los programas anteriores. Otra alternativa comple-
mentaria es el uso de cupones de alimentos (más recientemente, tarjetas de débito, para la compra de alimentos). Un 
desafío importante de los Gobiernos en las actuales circunstancias es la rápida expansión de la cobertura a fin de incluir 
entre los beneficiarios a las personas pobres que antes estaban excluidas, así como a los nuevos pobres, debido a que 
ambos grupos no figuran en los registros administrativos de los programas vigentes de transferencias de efectivo.
	▪ Programas de empleo temporal. Recomendamos contratar a las personas que conforman la fuerza laboral actual-

mente desempleada para que realicen labores que exijan aptitudes similares en sectores que hoy tengan una alta de-
manda, como la higienización de vehículos de transporte o de espacios públicos, proteger u ofrecer distintos servicios 
a hospitales y a médicos, o bien trabajar en la distribución de alimentos.
	▪ Distribución directa de alimentos. Se debe prestar atención a la optimización de los protocolos y materiales desti-

nados a minimizar el contacto humano, lo cual debe llevarse a cabo mediante el apoyo de las organizaciones de base 
ya existentes.
	▪ Reducciones y diferimientos de impuestos. A modo de ejemplo: deberían eliminarse temporalmente los impuestos 

a las transferencias internacionales o las remesas (por debajo de ciertos límites).
	▪ Evitar la suspensión de servicios básicos, como agua, electricidad y Wi-Fi a hogares vulnerables.

Mitigar la violencia doméstica: Deben aplicarse procedimientos para identificar e impedir que se produzcan episodios de 
violencia aun dentro de las limitaciones que implican las medidas de confinamiento. A manera de ejemplo, se debe garanti-
zar el acceso de las víctimas a espacios confidenciales (físicos o por vía telefónica o virtual) para alertar a las autoridades. En 
este caso como en otros, las organizaciones de base y las redes locales deberían ser actores clave. Asimismo, para asegurar 
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la implementación de soluciones rápidas, se debe contar con mecanismos de rendición de cuentas de los funcionarios de 
los gobiernos locales.17

Continuar con la educación: la educación debe continuar a través de cursos en línea en la medida de los posible. Las 
empresas de comunicación deben empezar a ofrecer paquetes especiales como parte de sus servicios a fin de fomentar 
servicios gratuitos o subsidiados de Wi-Fi para fines educativos. Si la educación basada en internet no es una alternativa, 
debe explorarse el uso de más tecnología “anticuada”, como la televisión o incluso la radio. Como parte de las iniciativas de 
protección social directa de persona a persona anteriormente mencionadas, maestros jubilados u otras personas podrían 
ofrecer su tiempo para formar y orientar a niños y jóvenes desfavorecidos. Aquí también las redes de cercanía de actores en 
los barrios son cruciales.

Asegurar acceso a salud y medicamentos: se deben seguir proporcionando atención sanitaria y medicamentos. Resultan 
esenciales los protocolos para “separar” a pacientes con síntomas que pudieran guardar relación con la COVID-19, pero no 
se puede posponer gran parte de la atención sanitaria, especialmente para estas poblaciones. Estos servicios vitales de 
atención médica comprenden la vacunación, el tratamiento de enfermedades infecciosas, la atención de la salud reproduc-
tiva (incluidos los anticonceptivos), la entrega de medicamentos para enfermedades crónicas y mentales, las cirugías de 
emergencia y el cuidado de víctimas de la violencia y los accidentes. Para estas poblaciones, la proximidad es fundamental, 
especialmente durante la cuarentena. Deben fortalecerse los servicios ofrecidos por las unidades comunitarias de atención 
sanitaria primaria, incluida la ampliación del horario de atención.

Atención de grupos especialmente vulnerables: el impacto de las crisis como la que vivimos en el presente es doblemente 
devastador para grupos que, además de ser pobres, sufren problemas o corren riesgos especiales, como son los niños, los 
jóvenes en situación de riesgo, los migrantes indocumentados o las personas transgénero, desamparadas o encarceladas. 
En muchos casos, organizaciones sin fines de lucro desempeñan una labor fundamental en facilitar y enfrentar estas dificul-
tades. Se deben apoyar y promover esos esfuerzos cuando existan pero el Estado debe también desempeñar el papel que 
le corresponde.

17 En la versión más extensa de este trabajo se presentan estudios de caso que refuerzan este último punto.
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5.	 Mensajes principales

1. La pandemia de COVID-19 afecta de manera desproporcionada a las personas pobres y vulnerables en 
términos de sus riesgos de salud y sus condiciones de vida.

2. Estas personas sufren no sólo la pobreza en términos de ingresos, sino muchas otras privaciones.

3. Debe darse suma prioridad a la mitigación de los efectos de la COVID-19 en
i. la salud y la protección de la vida,
ii. los medios de subsistencia
iii. y el capital humano
de los miembros más pobres y vulnerables de la sociedad.

4. Debe darse prioridad a esto por las siguientes razones:
a. principios éticos
b. la posibilidad de que la pandemia tenga efectos irreversibles sobre el capital humano
c. las externalidades epidemiológicas. Durante una pandemia, la protección social universal se convierte en 

condición previa para el éxito en el combate contra la propagación de la enfermedad.

5. Esto exigirá la asignación de cantidades adecuadas de recursos para financiar el apoyo económico y otras 
intervenciones clave.

6. Debe darse prioridad no sólo presupuestaria, sino también política e institucional, para asegurar que estas 
tareas sean implementadas con energía y firmeza.

7. Una gran parte de estas intervenciones deben ocurrir a nivel local.

8. A pesar de que los gobiernos son actores cruciales en todos estos frentes, deben colaborar con las 
organizaciones de base en el terreno para poder llegar de manera real y eficaz a las personas pobres y 
vulnerables.
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